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1.- Datos de el/la recurrente:  

NIF/NIE  Apellidos 

Nombre/Razón Social 

Correo electrónico País 

Dirección  Tipo vía Nombre vía Nº 

Piso Puerta CP Localidad Provincia 

Fax Teléfono Fijo Teléfono Móvil 

2.- Datos de el/la representante:  

NIF/NIE  Apellidos 

Nombre/Razón Social Correo electrónico 

Fax Teléfono Fijo Teléfono Móvil 

3.-  Medio de notificación:

"
Deseo ser notificado/a de forma telemática (sólo para usuarios dados de alta en el Sistema de Notificaciones Telemáticas 
de la Comunidad de Madrid) 

 Deseo ser notificado/a por correo certificado 

Tipo de vía Nombre vía Nº

"

Piso Puerta CP Localidad Provincia 

4.-  Documentación que adjunta:

5.-  Datos de la resolución o acto que se recurre:

Órgano que resolvió 

Fecha de resolución Fecha de notificación 

Nº de referencia del expediente 

Recurso de Alzada

SOLICITO QUE SE TENGA POR INTERPUESTO RECURSO DE ALZADA CONTRA LA RESOLUCIÓN O ACTO NOTIFICADO Y, REALIZADOS 
LOS TRÁMITES OPORTUNOS, SE ESTIME EL PRESENTE RECURSO Y SE ANULE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. 

Comunidad de Madrid

Materia o tipo de expediente 

Acto recurrido 

Uwdfktgeekõp!Igpgtcn!fg!Tëikogp!Lwtïfkeq!Ogfkq!Codkgpvg

2104;46;5/;032

TGIKUVTQ!FG!GPVTCFC

EQPUGLGTÏC!FG!OGFKQ!CODKGPVG-

XKXKGPFC![!CITKEWNVWTC
Tgh< Hgejc< 1201903132!23<49

Fguvkpq< Ãtgc!fg!Tgewtuqu!g!Kphqtogu!Ogfkq!Codkgpvg

14 CABALLERO

Lquë!Nwku

ecdcnngtqlBcufgpwxk/gu GURCÓC

CALLE

Ocftkf Ocftkf

CALLE

Ocftkf Ocftkf

3132a18a42!TGEWTUQ!CN\CFC!CUCODNGC!GWEG!3132!LN!{!Cufgpwxkaukipgf/rfh

C2!fqewogpvqu!2!cn!1;!Tgewtuq!Cn|cfc!Cucodn!GEG!3132/rfh

C3!fqewogpv{qu!21!cn!2;!Tgewtuq!Cn|cfc!Cucodn!GEG!3132/rfh
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EQPUGTXCEKÕP!FG!GWTQXKNNCU!3132
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6.-  "$%#&$ del Recurso:  
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Comunidad de Madrid
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6.-  "$%#&$ del Recurso: (Continuación) 

En.................., a……......de……..…………..… de………… 

FIRMA 

DESTINATARIO 

Comunidad de Madrid
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Recurso de  Alzada  contra los  Acuerdos de la Asamblea General 

Ordinaria de la  Entidad  Urbanística de Conservación “Eurovillas” 

(EUCE) celebrada el 3 de Julio del 2021.

DON JOSÉ LUIS CABALLERO RAMÓN con NIF 14539700C, y domicilio a efecto de 

notificaciones  en  C/ Gasómetro 24  6º D, 28005 Madrid  y Tfno: 659 80 60 44, ante esa 

Consejería comparece en su propio nombre y derecho, como propietario de la 

Parcela 58 Avda. de Dublín; (DOCUMENTO NÚMERO UNO), haciéndolo también 

(aunque ello carezca de efectos legales a los efectos del presente recurso), en 

representación de la Asociación de Vecinos ASDENUVI. (DOCUMENTO NÚMERO 

DOS) y como mejor en Derecho proceda DICE:

Que por medio del presente, con base en el art. 38.2 de los Estatutos de la ECE, y en 

virtud de lo previsto en el artículo  112 y  concordantes y 121 y ss  de la Ley 

39/2015, de Procedimiento Administrativo, viene a interponer en plazo y forma  

“Recurso de Alzada” contra los acuerdos adoptados en la Asamblea General 

Ordinaria, celebrada  el pasado día 3 de julio de 2021, cuyo acta se aporta como 

DOCUMENTO NÚMERO TRES. 

ALEGACIONES

PRIMERA: El infrascrito, se opuso previamente, mediante oportuno recurso de reposición  

ante la EUCE, formulado en plazo y forma legal forma, y por los mismos motivos que se 

recogen en el presente, contra los acuerdos, ahora de nuevo impugnados en su calidad de 

propietario, que se adjunta como DOCUMENTO NÚMERO CUATRO.,  por concurrir las 

siguientes irregularidades: 
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1. SISTEMA DE CELEBRACIÓN: La convocatoria de la asamblea (DOCUMENTO 

NÚMERO CINCO) indica que “se celebrará de forma telemática dadas las 

circunstancia que concurren, con motivo de la pandemia causada por el virus COVID-

19, y al amparo de la Ley 2/2021 de marzo, R.D. Ley 8/2021 de 4 de mayo y Orden 

572/2021 de 7 de mayo”.

 Conforme a la citada normativa, y  sólo para el caso de que se pudiese aplicar  por 

 analogía,(lo que es duduoso) resulta evidente que solo podría celebrarse para el 

 caso de que el Secretario pudiera certificar de forma expresa, la naturaleza 

 urgente de la convocatoria, y por ende, tratar un tema que no pudiera demorarse 

 hasta el 31 de diciembre del 2021, circunstancia que, desde luego, no concurre en la 

 convocatoria, a la vista de los asuntos propuestos en el Orden del Día .

Del mismo modo, el Sr. Secretario debería haber CERTIFICADO los siguientes extremos:

a) Que todos los propietarios, previa comprobación por el administrador, disponían de los 

medios necesarios, con anterioridad a la celebración de la junta, lo que no se ha llevado a 

cabo. Máxime cuando existe un elevado número de propietarios de avanzada edad que, 

por razones de brecha digital, ni tienen los medios necesarios, ni la destreza para seguir 

de forma adecuada el desarrollo de una asamblea telemática. 

b) Que el secretario hubiera procedido a comprobar con arreglo al censo actualizado de 

la EUCE la identidad y capacidad legal de los propietarios asistentes a la junta y así lo 

expresase en el acta.

La ley es meridianamente clara e indica que “TODOS LOS PROPIETARIOS” 

deben disponer de los medios necesarios. De haber  propietarios que carezcan de dichos 

medios, se tiene que habiliar un mecanismo alternartivo de participación, pues en otro 

caso se esta privando del derecho a la participación efectiva e igualitaria de todos los 

propietarios causando plena indefensión a los propietarios afectados. 

Como se desprende del DOCUMENTO NUMERO SEIS, se ha privado por tanto a 

muchos propietarios de la posibilidad de ejercer su derecho al voto, una vez que los 

mismos, comunicaron, tanto a la EUCE como a los Ayuntamientos de Nuevo Baztán y 

Villar del Olmo, su “carencia de medios telemáticos para poder asistir a la Asamblea”, 

como se acredita en el Dto nº 6.
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2. EL CONSEJO RECTOR DE LA. EUCE. DENIEGA EL RECURSO DE REPOSICIÓN 

CONTRA LA CONVOCATORIA DE LA  ASAMBLEA: 

El Consejo Rector de la EUCE, reunido con fecha 26 de junio de 2021, acuerda 

DENEGAR, con base en los fundamentos expuestos, en el DOCUMENTO NÚMERO 

SIETE, que se acompaña, el “Recurso de Reposición” formulado, entendiendo ajustada a 

Derecho la convocatoria de la Asamblea General de propietarios del día 3 de julio de 

2021, cuando debió articular un mecanismo alternativo de participación a quienes 

carecían de medios o conocimientos para garantizar el derecho voto, por lo que la  

votación en la asamblea ya es por ello, nula de pleno Derecho. 

3. BASTANTES PROPIETARIOS NO PUDIERON EJERCER SU DERECHO 

ASISTENCIA Y VOTO EN LA ASAMBLEA: 

El art 14 .3.b de los Estatutos que prevé que "Los propietarios que no reciban la carta 

certificada y tengan conocimiento de la convocatoria, pueden presentarse en el domicilio 

de la Entidad, antes de la celebración de la Asamblea, con el fin de obtener su tarjeta de 

asistencia o delegación", un grupo de propietarios, acudieron a las oficinas de la EUCE a 

la hora de inicio de la asamblea, -tal como se venía haciendo habitualmente otros años-, 

pero en esta ocasión no pudieron retirar su papeleta de voto, porque esa posibilidad se 

había cerrado a las 14:00 horas del día anterior, el 2 de julio de 2021. Extremo del que no 

se había advertido previamente en ningún caso, salvo en la convocatoria no recibida.  

Esta circunstancia queda acreditada en el escrito dirigido a la EUCE y Aytos. 

DOCUMENTO NÚMERO OCHO, en el que se deja constancia de que al menos 32 

propietarios y posiblemente un importante número mayor, no han podido ejercer su 

derecho a votar en defensa de sus intereses.  

4. EN CUANTO A LA ABSULUTA FALTA DE TRANSPARENCIA EN EL PROCESO:     

Sigue sin  existir  censo, ni menos actualizado, de las propiedades con 

derecho a  voto y su coeficiente, no se ha proporcionado ni publicado, ni 

menos se ha ofrecido la posibilidad de alegaciones del mismo. El consejo 

rector, cuyo nombramiento ha sido declarado nulo por cuatro sentencias,  

pretende de nuevo que sólo él puede conocer el censo de propietarios y una 

vez más solo ha votado quien el citado consejo rector considere que puede 

hacerlo sin que nadie pueda comprobar, ni siquiera si los que han votado 

tenían derecho a hacerlo 

Todavía más, el censo o listado de todos los propietarios de la urbanización no 
se facilitó a la Candidatura alternativa, con anterioridad al día de la celebración 
de la Asamblea. Solo se ha proporcionado una relación de los propietarios que 
habían retirado la papeleta de votación y una vez iniciada la Asamblea, 
incurriendo en la tautología de que vota sólo quien el Consejo Rector, considera 
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que puede votar, pues ni siquiera puede comprobarse si quien retirar la papeleta 
es ni siquiera  propietario.

En agravio con la Candidatura de continuidad, que dispuso del mismo 
como algo propio, es causa de nulidad de la Asamblea. 

5. EL ACTA DE LA ASAMBLEA SE OMITE EL SENTIDO DEL VOTO, DE 
CADA PROPIETARIO PARA DE OPCIÓN DE VOTACIÓN. 

En el Acta de la Asamblea (Dto nº 4) se incluye el listado de participantes en 
la asamblea (DOCUMENTO NUEVE) en el que se relaciona el nombre, 
propiedades, coeficiente y asistente/representado, pero no se incluye el sentido 
del voto para cada opción de la “papeleta de votación” (Dto nº 1). Solo el 
Consejo rector, conoce el sentido del voto.  

Esta omisión impide comprobar a los propietarios si se ha aplicado 
correctamente sus votos y el sentido de los mismos lo que provoca una 
indefensión de cara a plantear posibles recursos y demandas.  

6. DURANTE EL PROCESO DE VOTACIÓN 
" Nadie controló la introducción de los votos en las urnas y tampoco se permitió a la 

“Candidatura alternativa” la comprobación de la identidad de  los que votaban, ni si 

era en nombre propio o en representación. Ver DOCUMENTO NÚMERO 

DIECISEIS.

" Al no haber sido enviada la “papeleta de votación” junto con la “convocatoria” a los 

domicilios de los propietarios, muchos no pudieron ejercer su derecho al voto, ya 

que no se les permitió retirar la “papeleta de votación” el día de la Asamblea, a 

pesar que se podía votar desde la 10:00 hasta las 16:00 horas.

El hecho de  que no se permitiera retirar la papeleta de votación desde la 14 h. 

del día anterior a la celebración de la Asamblea, sin haber advertido previamente 

de dicha limitación, sólo puede favorecer a la candidatura del Presidente, que 

hemos de entender que sus partidarios sí conocían dicha limitación que era 

desconocida para los que critican su gestión. Esta limitación temporal 

desconocida para cualquier propietario que no la hubiese conocido con 

anterioridad, impidiendo a la postre, su voto, posibilita el fraude electoral lo 

que, se erige en nueva  causa de nulidad del proceso.  

SEGUNDA: La nulidad de todos  los acuerdos de la Asamblea de 3 de julio del 2021 

dimana, de que su adopción no se ajusta a las mínimas garantías de participación y 

transparencia, que exigen los estatutos y el Ordenamiento Jurídico, pues en ningún 

momento de dicho proceso ha existido ni se ha utilizado  relación de propietarios, listado, o 

censo de propietarios que identifique los que tengan derecho a voto, ni su respectivo 
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coeficiente es decir, número de votos asignados a cada uno de ellos, en función de su 

propiedad. Únicamente se facilitó a la Candidatura alternativa, a la presentada por el 

Consejo Rector, “Unión de Propietarios Eurovillas” (U.P.E), una “Relación de propietarios 

participantes en la Asamblea”, que se aporta como Dto. Nº 9, que habían canjeado la 

“Tarjeta de Asistencia” por la “Papeleta de Votación”, el día anterior a la celebración de la 

Asamblea. Nada que ver con el CENSO DE PROPIETARIOS que requieren las Sentencias 

de TSJM que por la omisión del CENSO anulan todos los acuerdos, tal y como se recuerda 

a esa Consejería: 

" Asamblea 2016; la sentencia 186/2020 de fecha 12/03/2020 que se aporta como 

DOCUMENTO NÚMERO DIEZ dice: “.. Esta naturaleza administrativa determina que 

la Entidad deba actuar conforme a los principios generales que se configuran en el 

artículo 3 de la Ley 40/2015 y entre los que se encuentran los de participación y 

transparencia y que las actas se redacten en los términos fijados en el artículo 18.1 

de la misma Ley. A ello se debe añadir que la constancia de las titularidades en un 

censo previo y en el acta final no infringe el Reglamento Europeo de Protección de 

Datos..” . 

" Asamblea 2017; la sentencia 404/2020 de fecha 24/07/2020 que se aporta como 

DOCUMENTO NÚMERO ONCE dice: 

“La cuestión se solventa en la Sentencia de instancia sobre la base de la 

prioridad de la transparencia del proceso y en aplicación de los principios “generales 

que deben regir cualquier actuación administrativa, entre ellos la publicidad y la 

motivación de las resoluciones, y la transparencia en la tramitación de los 

procedimientos”.  

“La infracción que se alude no es la relativa al procedimiento de votación tal y 

como se quiere hacer ver a través del recurso de apelación. Aquella se deduce sobre 

las bases lógicas del derecho al sufragio y a quien efectivamente lo está ejerciendo lo 

que, a la postre, viene a determinar la validez del voto y, con ello, del recuento lo que, 

finalmente, configurará la posibilidad del efectivo ejercicio de defensa en relación con 

la impugnación de los acuerdos adoptados que es de lo que se ha privado al 

recurrente y lo que determina la nulidad del acuerdo pues se trata de un vicio que 

genera indefensión material ya que impregna la total de la actividad asamblearia e 

impide su correcta impugnación por tal razón. Señala la Entidad apelante que el 

sistema informático que se emplea genera un listado con todas las propiedades que 

han intervenido, si bien éste no se hace público ni se difunde, sino que simplemente 

se introduce en la urna que queda sellada, lo que permite cualquier revisión posterior. 

La cuestión es que todo proceso de votación exige un censo y la comprobación del 

derecho de sufragio y dicha comprobación debe estar al alcance de aquellos que 

forman parte de la asamblea. Dicho censo ha de ser público de forma que se permita 
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el acceso al mismo a los miembros de la Entidad de conformidad con lo establecido 

en el artículo 13 de la Ley 39/2015 en relación con el artículo 13 de la Ley 19/2013 y 

el resultado de la votación se ha de consignar en el acta definitiva a fin de poder 

comprobar que el resultado de las votaciones (art. 16.1 de los Estatutos) se 

compadece con el derecho de sufragio máxime cuando, como se reconoce, se actúa 

frecuentemente a través de representaciones de titularidades cuya posible trasmisión 

debe quedar fuera de cuestión”..”

“Por último, no corresponde a la Sala determinar en qué manera se debe 

verificar formalmente ese derecho pues nos debemos limitar a determinar la 

conformidad o no a derecho de la Sentencia apelada que ha de ser congruente con 

los pedimentos efectuados en demanda sin perjuicio de que en ejecución de 

Sentencia se pueda, si no excediera del contenido del fallo, verificar el cumplimiento 

de lo decidido..”. 

" Asambleas 2018 y 2019; la sentencia 592/2020 de fecha 20/11/2020 que se aporta como 

DOCUMENTO NÚMERO DOCE, se expresa en el mismo sentido que las anteriores.

“La consecuencia viene a ser, que en ausencia de registro electoral alguno en la 

votación, de los acuerdos de dicha asamblea, ha sido convocado, votado, y delegado el 

voto, quien el actual Consejo Rector, de forma discrecional haya considerado, que puede 

hacerlo; y además, con el coeficiente de voto, que haya reconocido el mismo Consejo, sin 

que nadie ajeno a dicho Consejo, pueda comprobar con una relación de propietarios, 

censo o registro electoral, si quien lo haya hecho, estaba, ni siquiera legitimado para 

hacerlo, y si el que ha votado, era realmente el propietario votante, con el coeficiente de 

propiedad que pretende ostentar, derivando por tanto”, en la nulidad de los acuerdos de 

la Asamblea.  

La cuestión denunciada actuada en el presente recurso, ha sido resuelta en las 

“Sentencias citadas” y por las Órdenes Nº1277/2019, que se aporta como DOCUMENTO 

NÚMERO TRECE y la Nº1556/2019, de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del 

Territorio de la Comunidad de Madrid, estimando los Recursos de Alzada interpuestos por 

varios propietarios contra los acuerdos adoptados el 6 de abril de 2019 en la Asamblea 

General Ordinaria de la Entidad Urbanística de Conservación Eurovillas, por incumplimiento 

de los principios que rigen el funcionamiento de un ente de carácter público como es una 

Entidad Urbanística de Conservación.

En consecuencia la Consejería a la que nos dirigimos, queda sujeta a la doctrina de 

sus propios actos, no pudiendo venir ahora a contradecirlos, conforme al Principio General 

del Derecho de los actos propios de la Administración. Al objeto de facilitar la labor del 

recurso se adjunta DOCUMENTO NUMERO CATORCE, el recurso de Alzada formulado en 
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su día acreditativos de la identidad de razón fáctico.- Jurídica con los mismos 

términos del presente recurso.

La doctrina de los actos propios o "venire contra factum proprium non valet" 

resulta de plena aplicación en el ámbito de actuación de la Administración. Como tiene 

dicho la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo.

La Sentencia del Tribunal Constitucional 73/1988 de 21 de Abril, recuerda que con 

carácter general, la llamada doctrina de los actos propios, sanciona la inadmisibilidad de 

venire contra factum propium, e implica la vinculación de su autor al sentido objetivo de una 

declaración de voluntad generalmente de carácter tácito, impidiendo adoptar después un 

comportamiento contradictorio. Encuentra su fundamento último en la protección que 

objetivamente requiere la confianza que fundadamente se puede haber depositado en el 

comportamiento ajeno y la regla de la buena fe que impone el deber de coherencia en el 

comportamiento y limita por ello el ejercicio de los derechos objetivos. La resolución del 

Tribunal extiende igualmente el principio de su aplicabilidad a las relaciones jurídicas 

regidas por el Derecho administrativo y por el Derecho público en general, como también 

reconoce la jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

Para el Tribunal Supremo, la Administración queda sujeta con mayor rigor a dicho 

principio pues si el acto propio se tratarse de un error o posible ilegalidad, la Administración 

pueden enmendar la situación en virtud de sus poderes de autotutela,  evitando la aplicación 

del mismo si. 

En primer lugar una actuación suya precedente no le vinculará (lo que no sucede en 

nuestro presente caso) si está incursa en ilegalidad (Sentencia Tribunal Supremo de 27 de 

septiembre de 2012). Además, según la sentencia, el art. 110 de la Ley 30/1992 (vigente a 

la sazón), en la actualidad 106 y ss de la LPA 39/2015) sanciona que "los vicios y defectos 

que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado", y el 

art. 63 del mimo texto legal tipifica como causa de anulabilidad, que el acto administrativo 

incurra en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluida la desviación de poder. 

Por su parte, la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de 2007 (Rec. Nº 

843/2004) se refiere en estos términos al principio de confianza legítima: 

"El principio de protección de la confianza legítima ha sido acogido igualmente por la 

jurisprudencia de esta Sala del Tribunal Supremo (entre otras, en las Sentencias de 1 de 

febrero de 1990, 13 de febrero de 1992, 17 de febrero, 5 de junio y 28 de julio de 1997), y se 

consagra en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, tras su modificación por la Ley 4/1999, 

que en su artículo 3, cuyo número 1, párrafo 2º, contiene la siguiente redacción: 

«Igualmente, deberán (las Administraciones Públicas) respetar en su actuación los 

principios de buena fe y de confianza legítima». El contexto interpretativo de estos principios 

jurídicos se advertía, ya, en la Exposición de Motivos de la citada Ley procedimental 

administrativa, cuando afirma lo siguiente: «En el título preliminar se introducen dos 

principios de actuación de las Administraciones Públicas, derivados del de seguridad 
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jurídica. Por una parte, el principio de buena fe, aplicado por la jurisprudencia contencioso-

administrativa incluso antes de su recepción por el título preliminar del Código Civil. Por 

otra, el principio, bien conocido en el derecho procedimental administrativo europeo y 

también recogido por la jurisprudencia contencioso-administrativa, de la confianza legítima 

de los ciudadanos en que la actuación de las Administraciones Públicas no puede ser 

alterada arbitrariamente". 

Nuestra jurisprudencia admite que los actos propios de la Administración se 

manifiesten, no sólo cuando la Administración exterioriza su parecer, de manera 

expresa y positiva, "sino que también puede mostrarse mediante actos tácitos o 

presuntos, con tal que sean concluyentes e inequívocos en relación con la evidencia de la 

conducta de la Administración reflejada en ellos" (Sentencia Audiencia Nacional de 21 de 

noviembre de 2013, Rec. 325/2010).  

Específicamente en el ámbito procesal, su recepción está autorizada, entre otras,  por 

la STC de 30 de enero de  1995:

“Conforme la doctrina de los actos propios que impide a la parte adoptar un 

comportamiento contradictorio, y al principio general de la buena fe en el ejercicio de los 

derechos, que preside las actuaciones procesales, expresamente exigible en el ámbito 

procesal, como sucede, cuando no ha recurrido previamente decisiones de los 

tribunales sobre hechos que vuelven a ser denunciados (arts. 7.7 CC y 11.1 LOPJ), 

(SSTC 67/1984, 73/1988 y 3/1991)”.

Por otro lado, la regla según la que nadie puede ir contra sus propios actos constituye 

una verdadera norma jurídica, emanada de la buena fe, límite impuesto al ejercicio de los 

derechos subjetivos (art. 7 del  Código Civil), de modo que la iniciativa de su aplicación 

corresponde en exclusiva a los Tribunales, sin necesidad de previa invocación de las partes, 

conforme al brocárdico iura novit curia. 

En consecuencia se permite a los mismos resolver los litigios con aplicación de 

normas distintas de las invocadas por los litigantes, sin perjuicio de  respetar siempre los 

hechos alegados y la causa de pedir (STS 353/2005, de 18 de mayo).

El Fº de  Dº Cuarto de la sentencia consentida por esa Consejería de la CAM, que se 

aporta como DOCUMENTO NÚMERO QUINCE, relativa a los acuerdos de la asamblea del 

año 2016, impugnados con los mismos argumentos que el presente  recurso dispone 

literalmente<

�0�!EWCTVQ/.!Fkejq!guvq-!nc!ewguvkõp!egpvtcn!swg!ug!fkuewvg!gp!guvg!rngkvq!gu!nc!cwugpekc!fg!egpuq!gp!ncu!

xqvcekqpgu!fg!nc!GWEG-!{!uw!vtcuegpfgpekc!gp!nqu!cewgtfqu!cfqrvcfqu/!

Uk!cewfkoqu!c!nqu!guvcvwvqu!fg!c!GWEG-!xgoqu!eõoq!nc!cucodngc!swgfc!xãnkfcogpvg!eqpuvkvwkfc!gp!rtkogtc!

eqpxqecvqtkc!ewcpfq!eqpewttcp!c!gnnc!rqt!uï!q!rqt!tgrtgugpvcekõp!rqt!guetkvq!{!rctc!ecfc!tgwpkõp!uqekqu!fg!nc!

GWE!swg!tgrtgugpvgp!cn!ogpqu!gn!71&!fg! ncu!ewqvcu-!{!gp!ugiwpfc!eqpxqecvqtkc!ug!gpvkgpfg!xãnkfcogpvg!
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eqpuvkvwkfc!ewcnswkgtc!swg!ugc!gn!püogtq!fg!cukuvgpvgu!)ctv/!25*/!Ncu!xqvcekqpgu!ug!tgcnk|cp!rqt!rcrgngvc!gp!

nc!swg!eqpuvc!gn!pqodtg-!rtqrkgfcf!{!eqghkekgpvg!fg!rctvkekrcekõp!)ctv/!26/4*/!

Nqu! cewgtfqu! ug! cfqrvcp! rqt! oc{qtïc! ukorng! fg! eqghkekgpvgu-! rtgugpvgu! q! tgrtgugpvcfcu-! {! gp! ecuq! fg!

gorcvq!gn!xqvq!fgn!rtgukfgpvg!vkgpg!ecnkfcf!fktkogpvg/!Nqu!cewgtfqu!fg!oqfkhkecekõp!fg!guvcvwvqu!tgswgtktãp!

gn! xqvq! hcxqtcdng! fgn! 71&! fgn! eqghkekgpvg! fg! rctvkekrcekõp! fg! nqu! rtqrkgvctkqu! rtgugpvgu! q! tgrtgugpvcfqu-!

ukgpfq! pgeguctkq! gn! 91&! fgn! eqghkekgpvg! vqvcn! fg! rctvkekrcekõp! fg! nqu! rtqrkgvctkqu! fg! nc! wtdcpk|cekõp! rctc!

ceqtfct!gn!ugócncokgpvq!tgevkhkecekõp!fg!eqghkekgpvgu!{!nc!fkuqnwekõp!fg!nc!gpvkfcf!)ctv/!26/5*/!

Gu! vcodkëp! korqtvcpvg! ugócnct! swg! gn! ctv/! 3;! ug! tgokvg! cn! cpgzq! 2! rctc! nc! hklcekõp! fg! nqu! rqtegpvclgu! fg!

rctvkekrcekõp!swg!ug!hklcp!eqphqtog!cn!ctv/!7;!fgn!Tgincogpvq!fg!Iguvkõp!Wtdcpïuvkec/!Fg!guc!pqtocvkxc!ug!

fgurtgpfg! eqp! vqfc! enctkfcf! nc! pgegukfcf! fg! eqpvtqnct! pq! uqnq! swkëp! cukuvg! c! ncu! cucodngcu! ukpq! swë!

rqtegpvclg!fg!rctvkekrcekõp! vkgpg!ecfc!wpq!fg! nqu!cukuvgpvgu-!rwgu!fg!gnnq!fgrgpfg!swg!rwgfcp!cfqrvctug!

fgvgtokpcfqu!cewgtfqu!{!swg!guvqu!rwgfcp!ugt! korwipcfqu!ewcpfq!ug!eqpukfgtg!swg!ug!jc!xwnpgtcfq! nc!

pqtocvkxc! guvcvwvctkc/! Rctc! gnnq-! rctc! ictcpvk|ct! gn! fgtgejq! fg! nqu! kpvgitcpvgu! fg! nc! cucodngc! c! rqfgt!

tgewttkt-!gu!qdxkq!swg!fgdg! kphqtoctug!gp!gn!cevc!swkëpgu!rctvkekrcp!{!eqp!swë!eqghkekgpvg!fg!rctvkekrcekõp/!

Rctc! nngict!c!guvc! eqpenwukõp!pq!gu!pgeguctkq! tguqnxgt! nq! swg!rctgeg! nc! ewguvkõp! egpvtcn! fg!guvg!rngkvq! )nc!

crnkecekõp! uwdukfkctkc! fg! nc! NQTGI*! ukpq! swg! dcuvc! eqp! wpc! kpvgtrtgvcekõp! fg! nqu! guvcvwvqu! gp! encxg! fg!

ictcpvk|ct! gn! fgtgejq! fg! fghgpuc! fg! nqu! rctvkekrcpvgu/! Nq! okuoq! swg! uwegfg! gp! wpc! eqowpkfcf! fg!

rtqrkgvctkqu!tgikfc!rqt!nc!NRJ!q!gp!wpc!uqekgfcf!ogtecpvkn/!//0�

TERCERA: Esa Consejería, por tanto, y por el hecho de acatarlas las sentencias del 

TSJM y Ordenes 1277/2019 (y 1556/2019) que  aportamos,  ya no puede resolver el 

presente recurso como lo hizo en su día (verbigracia Orden Nº 253/2018) con base en  el 

siguiente argumento…  uyi##eyruyi#psw#iwxexyxsw#hi#pe#IYGI#iwxefpigir#pe#rigiwevme#i|mwxirgme#hi#

yr#pmwxehs#s#vipegm÷r#hi#tvstmixevmsw/#uyi#gyqtpi#pew#jyrgmsriw#hi#girws/#}#uyi#wi#ywe#teve#hmwxmrxew#

kiwxmsriw# hi# pe# Irxmheh/# ��1viwypxe# i|ekivehs# }# hiwtvstsvgmsrehs# uyi# xirke# uyi# i|mwxmv# yr# girws#

ipigxsvep#}#pe#etpmgegm÷r#hi#pe#Pi}##Svkårmge#824=<8#hip###Víkmqir#Ipigxsvep#Kirivep��1

No en vano, los argumentos fáctico-jurídicos que esgrimimos ahora en el presente 

son los mismos contra la idéntica situación denunciada, como se cohonesta de forma 

palmaria con el recurso de Alzada, formulado en su día, aportado en el presente COMO 

Dto. nº 14 y acogido finalmente por la sentencias dictadas por el TSJM, que se aportan.

CUARTA: No obstante, tampoco resulta ocioso recordar de nuevo lo siguiente:

1º- La causa petendi de nuestra pretensión actuada una vez más en  el presente  

recurso de alzada  se fundamenta: 

Nuestra exigencia de que se proceda a la utilización de un listado, relación de 

propietarios o censo en las elecciones de la EUCE, no se basa en que deba aplicarse a 

las mismas, la Ley del Régimen Electoral. 
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Lo que nosotros defendemos, estriba en que dicha relación de propietarios, listado 

o censo, con derecho a voto y su coeficiente (número de votos) dimanante de la 

propiedad de cada uno de ellos, viene exigida en las votaciones de la EUCE, por sus 

estatutos, y no depende de si se aplica o no la ley régimen electoral general, tal y como 

se recoge en la sentencia aportada del Juzgado Contencioso Nº 7 de Madrid, respecto a 

los acuerdos de la asamblea del 2016, declarando nulos los mismos, por no existir ningún 

censo o relación de propietarios, sentencia que ha sido consentida por la CAM, al no ser 

recurrida

El “listado o relación de propietarios es concepto sinónimo de censo de electores”, 

o “relación de electores con derecho a voto, pues los estatutos exigen una identificación 

de propietarios electores y sus propiedades, sin que veamos la reducción a un 

nominalismo huero.   

Esta parte por tanto sólo exige lo mismo, que lo que los estatutos denominan 

“relación de propietarios con sus propiedades”, y lo que esa Consejería identifica en la 

referida Orden como “listado de propietarios” máxime cuando la misma reconoce que el 

actual Consejo Rector no utiliza tampoco, en ninguna votación,  relación de propietarios 

alguna, ni documento similar. 

En consecuencia, esa Consejería una vez consentidas las sentencias aportadas, 

no puede volver a entender que el exigir la utilización en las votaciones de una 

Corporación de Derecho Público como es una Entidad urbanística, una “relación de 

propietarios, listado, registro electoral, o censo electoral, de los que puedan votar, y que 

registre los que hayan votado y sus coeficientes, (el número de votos a que tiene derecho 

cada uno), estriba en aplicar a la EUCE, la Ley del Régimen electoral, tal y como además 

sancionan las sentencias firmes aportadas. 

Lo que sucede, pasa porque además, el actual Consejo Rector, viene 

reconociendo que tampoco utiliza relación de propietarios, ”en votación alguna….., ni 

registro electoral similar o documento que cumpla sus funciones”. 

1º-Como las propias sentencias aportadas reconocen, el art 9-2 B) y C) de los 

estatutos de la EUCE exige una RELACION DE PROPIETARIOS, y que se utiliza “para 

diversas cuestiones en la Entidad, para acabar resolviendo, que dicha relación de 

propietarios no es lo mismo que un censo electoral a efecto de votaciones en la 

Asamblea, lo que no se puede alcanzar a comprender  en absoluto, 
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Los estatutos se la EUCE, SÍ EXIGEN, en el apartado b) y c) del artículo 9.2 una relación 

de propietarios, (lo mismo que un censo, padrón o, listado), y sus propiedades, 

identificativo de los que tengan derecho y capacidad de votar, así como del número de 

votos de cada uno.

Su ineluctable existencia se infiere también, de otros preceptos como el art 29 del RD 

3338/1987 de 25 de Marzo y el: Artículo 11 y 29 de los mismos estatutos:
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Recordamos que los referidos estatutos de la EUCE, obran en poder de esa Consejería

Del mismo modo, impone su existencia el art 15. De los Estatutos
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SWKPVC<! La Jurisprudencia recuerda además como afirma La STS de 21 de Enero del 

2003  en todo proceso de votación, atinente a una Entidad que deba regirse por los 

principios de transparencia y Democracia, se impone, como criterio inspirador y Derecho 

supletorio, el Régimen Electoral General, a la hora de suplir dudas, pero ese argumento se 

erige en mera cuestión programática ya que: 

Las Sentencias aportadas, declaran nulos los acuerdos de las asambleas 

inmediatamente anteriores, es decir la del año 2016, 2017, y 2018_2019, en razón 

del mismo argumentario que ahora presentamos en el presente recurso estos

manifiesta en su Fº de Dº: 

1+112�,#Wsfvi#pe#etpmgegm÷r#wytpixsvme#hi#pe#PSVIK/#rs#iw#gyiwxm÷r#tegñjmge1#Hjofsit$ij$qfit$vzj$

st$jx$sjhjxfwnt$ifw$zsf$wjxuzjxyf$yfofsyj$xtgwj$jxyf$hzjxynøs$ufwf$wjxtq{jw$jq$uqjnyt�2�

Por tanto, nuestra exigencia de censo o relación de propietarios, para dotar de 

mínima validez a unas votaciones en Asamblea, se realiza sin necesidad, de que para 

ello, debamos remitirnos  a la ley orgánica de  Régimen  Electoral, (No hay más que 

acudir al Art  9.2.by C de los Estatutos de la EUCE y concordantes). 
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Por nuestra parte, procede añadir, a lo que recoge las citadas sentencias, que La 

Jurisprudencia ha reconocido a las entidades urbanísticas de conservación el carácter de 

Administración corporativa STS 26-10-98 RJ7688 TSJ Burgos 4-7-05.  

Por tanto, son entidades de carácter institucional como afirma la STS 5-2-91 RJ 

720, 27-9-89 RJ 6705; 21-5-88 RJ 4195, 6-10-87 RJ 8303, 28-3-83 RJ 1626, o 

Corporaciones públicas de base privada y por tanto asimilables a colegios profesionales 

STS 19-12-89 RJ9486,11-3-86 RJ4088 AN 15-7-99 RJ1395 TSJ Extremadura 28-11-99 

RJCA 4146.

Las entidades de conservación son entidades de Derecho Público, de adscripción 

obligatoria y personalidad y capacidad jurídicas propias para el cumplimiento de sus fines 

(LSM art 137.1) y STSJ Madrid 12 de Enero del 2006  JUR 2006 90520 y STSJ Madrid 

11 de Marzo 2003 (JUR 2003 169968

La! !ugpvgpekc!fgn!Vtkdwpcn!Uwrgtkqt!fg!Lwuvkekc!fg!Ocftkf de 11 de 

Marzo 2003 (JUR 2003 169968) recogiendo el sentir de la STS 15 de Abril de 1992 RJ 

1992 4045) reconoce expresamente que las entidades urbanísticas de conservación 

forman parte de las personas corporativas reguladas en el art 35.1 del Código Civil.

Al formar parte de la Administración corporativa, la constitución de los órganos de 

estas corporaciones, y sus procesos electorales y de votación internos, quedan sujetos al 

Derecho Administrativo (SAP Valencia 2-9-96 RJ 1724). 

Eqoq!chktoc!nc!UVUL!fg!Ocftkf!fg!23!fg!Gpgtq!fgn!3117!)LWT!3117!

;1631*/! �Los principios que rigen su estructura y funcionamiento al tratarse de 

agrupaciones de propietarios propter rem… ../.. Son los de publicidad, tanto del 

procedimiento  como de la toma de acuerdos,  y sistema democrático en la 

adopción de decisiones.

Dado que su organización es pública, son ajenas o no están incluidas en el 

derecho asociativo del art 22 de la CE (como sanciona la TCO 67/1985, porque la 

situación jurídica de las personas integradas por razón de su actividad en estas 

corporaciones es de sujeción especial (Tco 93/1992).  

Las entidades, urbanísticas  de conservación tienen como Corporación de Derecho 

Público una naturaleza bifronte, STS 1º3-6-89, 3-11-88 TSJ Cantabria 17-9-99, TSJ 

Comunidad Valenciana 28-10-94 ya que realizan funciones de índole privada, de las que 

conoce la Jurisdicción Civil ( STS 2-6-93,17-6-92,10-11-90 Ap Madrid 22-1-02 y otras 

públicas, propias de la Jurisdicción contenciosa. Los acuerdos adoptados por dichas 

entidades son recurribles en alzada ante la Administración actuante y posteriormente en 

sede contencioso administrativa, siempre que se refieran a su participación en la función 

pública urbanística STS 26-10-98 EDJ 28520, 12-5-05 EDJ 90240 TSJ Burgos 4-7-05 

EDJ 158048 TSJ Cataluña 4-3-05 EDJ 47898
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Como declaran  las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 27-

10-05 (JUR 69826/06); y STSJ de Madrid de 16-3-05 (JUR 12538). Todo su régimen 

electoral y de votación entra en la esfera pública de su actividad, máxime cuando su 

adscripción es  obligatoria como recuerda la STCo 194/1998.

UGZVC<!Pk!gn!Eqpuglq!Tgevqt-!rwgfg!ugiwkt!hcnvcpfq!c!nc!xgtfcf-!cngicpfq!

wpc!kpgzkuvgpvg!rtqvgeekõp!fg!fcvqu!rctc!lwuvkhkect!nc!hcnvc!fg!tgncekõp!fg!

rtqrkgvctkqu!gngevqtgu!gp!ncu!xqvcekqpgu-!vtcu!ugpfqu!kphqtogu!qhkekcngu!fg!

nc!Cigpekc!Guvcvcn!fg!Rtqvgeekõp!fg!Fcvqu-!fguokpvkgpfq!guvc!ctiwekc=!pk!

guc!Eqpuglgtïc!cfokvkt!!ukp!!eqttgikt!fkejq!fguchwgtq/

1º- Se adjuntan 

la 

petición formulada a la Agencia Estatal de Protección de Datos, y nuevo informe de la 

misma, que ratifica el anterior dictamen obrante  en el expediente, (folios 111 a 114) 

sobre la protección de datos, que ha sido solicitado por mi mandante, en ocasión de la 

entrada en vigor del nuevo Reglamento Europeo de Protección de datos.

 El referido informe concluye en: (Páginas:  4 in fine y 5.)

�211#Hi#iwxi#qshs/#e#ijigxsw#i#ijigxyev#pe#rigiwevme#tsrhivegm÷r#i|mkmhe#tsv#pe#Nyvmwtvyhirgme#

hip#Xvmfyrep#hi#Nywxmgme/#hifivå#tperxievwi/#wm#exirhmirhs#e#pew#gmvgyrwxergmew#gsrgvixew#uyi#wi#

tvshygir# ir# ip# tviwirxi# wytyiwxs/# ip# mrxivíw# hi# psw# qmiqfvsw# hi# pe# Eweqfpie# Kirivep# ir#

eggihiv# e# psw# hexsw# vipexmzsw# e# mhirxmheh/# gsijmgmirxi# hi# tevxmgmtegm÷r# }# rþqivs# hi# zsxsw#

ewmkrehsw# e# gehe# yrs# hi# psw# hiqåw# tvstmixevmsw# hifi# tvizepigiv# wsfvi# psw# mrxiviwiw# s# psw#

hiviglsw#jyrheqirxepiw#gy}sw#hexsw#wier#sfnixs#hi#giwm÷r11211

../….. E#iwxsw#ijigxsw#viwypxe#iwirgmep#hixivqmrev#pe#jmrepmheh#hi#xep#gsqyrmgegm÷r#hi#hexsw1#Hi#

ps# wiõepehs# ir# pe# gsrwypxe# wi# hiwtvirhi# uyi# pe# jmrepmheh# tivwikymhe/# iw# pe# hi# gsqtvsfev# pe#

pikepmheh#hi#pew#zsxegmsriw#ppizehew#e#ijigxs#ir#pe#Eweqfpie#Kirivep#hi#pe#irxmheh##e#pe#uyi#pe#

gsrwypxe# wi# vijmivi/# mrxivíw# mrhyhefpiqirxi# pikñxmqs# }# uyi/# e# nymgms# hi# iwxe# Ekirgme# hifi#

tvizepigiv# wsfvi# # psw# mrxiviwiw# }# hiviglsw# jyrheqirxepiw# hi# psw# hiqåw# mrxiviwehsw/# ir#

tevxmgypev#wy#hivigls#e# pe#tvsxiggm÷r#hi#hexsw1#Hmgle#tvizepirgme#wi# jyrhe#ir#uyi#ip#eggiws#e#

xepiw#hexsw#viwypxe#tvigmws#teve#gsqtvsfev#wm#psw#egyivhsw#ler#wmhs#epger~ehsw#gsr#pew#qe}svñew#

iwxefpigmhew# ir# gehe# gews# tsv# psw# iwxexyxsw# hi# hmgle# irxmheh/# hi# qshs# uyi# tyiher/# ir# sxvs#

gews/#inivgmxevwi#psw#vigyvwsw#uyi#tvsgiher/#gsrxve#psw#egyivhsw#tsv#ippe#ehstxehsw1#Iwxs#iw/#ip#

gsrsgmqmirxs#hi# psw#hexsw#e#uyi# pe#gsrwypxe#wi# vijmivi/# viwypxe#rigiwevms#teve# pe# xyxipe#hi# psw#

hiviglsw#i# mrxiviwiw#hi# psw#qmiqfvsw#hi# pe#Eweqfpie#Kirivep/#}e#uyi#wmr#ip#qmwqs#rs#tshvñe#

gsqtvsfevwi#pe#pikepmheh#hi#psw#egyivhsw#xsqehsw1#Hi#iwxi#qshs/#pe#gsqyrmgegm÷r#hi#psw#hexsw#

e# uyi# wi# vijmivi# pe# gsrwypxe/# gsr# pe# jmrepmheh#hi# zivmjmgev# pe# jmhipmheh# hi# psw# viwypxehsw# hi# pew#

zsxegmsriw#zirhñe#eqtevehe#ir#ps#tvizmwxs#ir#ip#evx#9#hip#gmxehs#Vikpeqirxs1
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2º- Resulta significativo que sea esta parte y no el actual Consejo Rector quien haya 

solicitado informe a la Agencia Estatal de Protección de Datos, quedando evidenciada 

toda su argumentación como mera argucia  incierta.

Lo que sucede, respecto de los acuerdos cuya declaración de nulidad instamos, 

pasa porque, en todo el proceso de votación, desde la convocatoria hasta que culmina 

con el Acta; que se aporta como Dto. Nº 4 :

a).- Solo figura un listado de los propietarios en el que se relaciona el nombre, 

propiedades, coeficiente y asistente/representado, pero no se incluye el sentido del voto 

para cada opción de la “papeleta de votación”. 

Esta omisión impide comprobar a los propietarios si se ha aplicado correctamente sus 

votos y el sentido de los mismos lo que provoca una indefensión de cara a plantear 

posibles recursos y demandas.   

b).-  No se identifican  los  miembros  que han sido convocados mediante carta certificada 

y en las que constan los certificados de correos de las convocatorias devueltos.

c).- No consta la relación de propietarios que han acreditado su propiedad, después de 

enviada la convocatoria.

d).- No puede comprobarse la relación de propietarios convocados en sede de la Entidad 

mediante expedición de un duplicado de la convocatoria de la asamblea que han 

acreditado su propiedad, después de enviada la convocatoria.

En consecuencia, y como ya dijimos, en ausencia de relación o censo de todos los 

propietarios, legitimados para ejercer su voto y su coeficiente, resulta que en toda 

votación de la EUCE, acaba siendo convocado y votando, quien el actual Consejo 

Rector decide  unilateralmente, y con el coeficiente que el mismo Consejo Rector le 

reconozca, sin que nadie pueda comprobar la legalidad de los votos emitidos, con 

relación, listado o registro alguno de los propietarios que formen parte de la EUCE.

UGRVKOC<!Guc!Eqpuglgtïc-!pq!rwgfg!ugiwkt!ukp!gzrnkect!rqt!swë!gn!Eqpuglq!
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Por otra parte, DEL DOCUMENTO NÚMERO VEINTE, que se adjunta al 

presente, se desprende que,  antes de la toma del poder por parte del Actual Consejo 

Rector se utilizaba en todo el proceso electoral de las Asambleas un censo, 

relacionando  finalmente el acta los siguientes extremos:

1º. ANEXO I; Relación censal de miembros asistentes a  asamblea, 

2º. ANEXO II, -la relación de votos delegados 

3º.-ANEXO III la relación de miembros de la entidad convocados que no  han recogido la 

citación, 

4º. ANEXO IV la relación de miembros que han acreditado su propiedad en la entidad, 

tras en el envío de la convocatoria, 

5º   ANEXO V la relación de miembros de la entidad convocados en sede de la entidad 

de Conservación de Eurovillas mediante expedición del duplicado de la convocatoria de 

la convocatoria de la asamblea,  

6º  ANEXO VI, la relación de  los miembros de la entidad que han autorizado a terceras 

personas a retirar en su nombre el duplicado de la convocatoria.

OCTAVA: Ni el Consejo Rector puede afirmar, ni la Consejería de la CAM, admitir que las 

elecciones, se ha realizado con arreglo a art 14, de los estatutos, y por tanto se han hecho 

legalmente, con múltiples garantías tras reconocer previamente, en un oxímoron total, que 

los estatutos exigen también una relación de todos los propietarios. En esta ocasión se ha 

utilizado una relación de propietarios (Dto nº 9) que han canjeado su “Tarjeta de Asistencia” 

por la “Papeleta de Votación” en días anteriores a la celebración de la Asamblea, sin que 

esta haya podido ser utilizada para comprobar si los que introdujeron la papeleta de 

votación estaban en esta relación. Conforme se desprende del cartel (Dto,. Nº 16) colocado 

en los accesos al recinto de votación.

No se puede seguir partiendo de la tautología de considerar que en el 

proceso de votación de los acuerdos de la asamblea han existido garantías 

suficientes, obviando que en ausencia de previa relación de todos propietarios y 

sus propiedades, que identifique los legitimados al efecto, dichas garantías se 

reducen a los que, quien sólo el Consejo Rector, decide previamente que pueden ir 

a votar, “sin posibilidad de que nadie pueda comprobar ni siquiera, quién lo haya

hecho y si quién lo hizo, podía ni siquiera hacerlo”.

La discusión sobre si el proceso de votación se ha hecho conforme al 14, resulta 

vana, pues, en todo caso, para que el proceso electoral hubiese cumplido con los 

estatutos hubiese sido necesaria, también, la utilización de la relación de todos los 

propietarios y sus propiedades o censo, del art 9.2.b) y c) de los Estatutos como, 

además, se hacía en la EUCE ( Dto. nº 20),  antes de entrar el actual Consejo Rector.

Resulta preclaro, además, que todo el proceso electoral, es un galimatías, que se 

presta a confusión y a falta de transparencia. El Consejo Rector, proporciona tarjeta de 
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asistencia mediante carta, luego esta se cambia por otra papeleta de votación (sin 

garantía alguna, como veremos), y todo ello, sin relación de todos propietarios y sus 

propiedades, que tengan derecho a votar, ni relación de propietarios que refleje el sentido 

de su voto. 

Lo que impone un mínimo de seguridad y transparencia, se consigue mucho más 

fácilmente utilizando una relación de todos los propietarios con sus propiedades, 

conforme exigen los estatutos, y utilizar cada votante el DNI, correspondiente, reflejando 

en un listado el sentido de su voto, como se hace en cualquier otra Corporación de 

Derecho Público, no ya en las elecciones regidas por la LOREG. Tal y como además, se 

hacía antes de la entrada en el poder del actual Consejo Rector Dto. nº 20  de este 

recurso

Resulta sintomático además, que este sistema de elección ha sido uno de los 

acuerdos anulados en las Asambleas del 2016 al 2019, por las sentencias firmes, 

que adjuntamos, insistimos una vez más, por la CAM. Por tanto, la  Consejería, a la 

que nos dirigimos asiente con la declaración de nulidad de dicha reforma 

estatutaria, al haber anulado el acuerdo de modificación de estatutos, llevado a 

cabo en la Asamblea 2016.

NOVENA: Con independencia de que la falta de una relación de todos los propietarios 

erige en huera cualquier otra consideración sobre el proceso, no resulta ocioso, 

referir además que incluso se ha operado una reforma estatutaria declarada 

igualmente nula, como uno de los acuerdos anulados por la sentencia que aportamos 

como Dto. nº 10, nos sorprende, que esa Consejería a la que nos dirigimos 

consintiera en su día la reforma estatutaria, antedicha, pues no en vano recordamos:

Estas “normas”, son las que se recogen en la “Propuesta de modificación, a 

iniciativa del Consejo Rector de la EUCE del artículo 14 de los Estatutos, con introducción 

de un nuevo punto”, aprobada, en ausencia de toda relación de todos propietarios que 

identifique quien haya votado como tal en la Asamblea G.O, celebrada el 28 de mayo de 

2016, en contra de la “Propuesta, a solicitud del Ayuntamiento de Nuevo Baztán, del 

artículo 15 de los Estatutos”. 

Dichas “normas”, aprobadas, fueron remitidas al encargado del Registro de 

Entidades Urbanísticas de Conservación de la Consejería de Medio Ambiente, 

Administración Local y Ordenación del Territorio (CMAALOT). Sin ser inscritas por no 

haber sido aprobadas ni aceptadas, previamente, por la misma.

Estas “normas” han regido en su integridad en la Asamblea 2021 que 

impugnamos, y que fueron denostadas por, el Informe relativo a la modificación de 

estatutos de la EUCE emitido por la Subdirección General de Normativa Urbanística”, de  

fecha 24 de octubre de 2016, con las siguientes conclusiones:  

" Con la propuesta presentada, “no se mejora el texto de los estatutos, vigentes, al 
contrario queda un nuevo texto confuso, que genera inseguridad jurídica”.
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" Se propone un sistema para la asistencia a las sesiones de la Asamblea, así como para 
la recogida de papeletas y votaciones, complejo y poco comprensible, que no responde a 
los principios de buena regulación establecidos por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones públicas, debiendo primar a 
la hora de norma los principios de simplicidad, claridad y transparencia.

" Respecto a “cómo debe efectuarse las delegaciones de asistentes en terceros, nada se 
dice, o al menos no deja claro cómo debe acreditarse esa delegación, dejando que la 
conflictividad se mantenga. Cuando se actúa en representación de otro u otros, conforme 
establecen las reglas generales para la representación de personas, en órganos 
colegiados, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, exige como requisitos necesarios la 
autorización del que delega en la persona delegada, debiendo estar esta autorización 
debidamente firmada por el que delega y teniendo que acompañarse de una copia de su 
DNI o pasaporte. Esta circunstancia, en la modificación introducida no queda clara, 
debiendo ser una de las cuestiones de interés general  que deben primar en la 
modificación de estatutos. 

En esta línea, dado que el procedimiento seguido es el de años anteriores no se ha 

solicitado la presencia de un notario en la asamblea 2021, y en aras de una economía 

procesal nos referimos  al Sr. Notario  D. José Mª López-Arcas que manifiesta en su 

Acta de Presencia de la Asamblea 2017 (DOCUMENTO NÚMERO VEINTIUNO), cuyas 

apreciaciones sirven igualmente  para la presente impugnación, dada la identidad del 

supuesto de hecho:

.../….“que cuando accede una persona física con múltiples tarjetas de asistencia (en 
ocasiones muy numerosas), solo se comprueba el D.N.I del delegado (que recibe la 
delegación), que es quien entrega las tarjetas que los propietarios han recibido por correo 
certificado. No se comprueba por ningún sistema (ni mediante exhibición de 
documento público ni mediante sistemas de digitalización computerizada), la 
autenticidad de las firmas de los delegantes. Se hace un cambio de tarjetas de 
asistencia por tarjetas de votación, sin firmar documento alguno”.  

“No existen mesa de votación. Depositan el voto en dos urnas al efecto, con 
notable desdén manifiesto. Cada uno sus tarjetas de voto, sin control identificativo 
alguno”.

Incorpora “la incidencia que aporta el interviniente D. Enrique Escandón, que 
aporta dos papeletas del mismo propietario. El Presidente dice que se debe a que 
se ha presentado un original y una fotocopia, que exhibe, de dos tarjetas de 
asistencia, que se incorporan como testimonio”.

A propuesta de un interviniente pide a todos los asistentes, mediante votación a 
mano alzada que manifiesten que el “sistema de votación no es adecuado, ni 
transparente; la mayoría levanta la mano alzada, para manifestar su 
convencimiento de que el sistema de votación no es adecuado y ni transparente”.

Sobre “si ¿existe censo electoral?, comprobación validez del voto y ¿si cuanta 

con un certificado de software?. El Sr. Notario señala que las respuestas dadas por el 
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Presidente anteriormente a estas preguntas, constan en las Actas a que el propio 

requirente se refiere”. 

Punto 6: Para que compruebe si para retirar las "Tarjetas de Votación" de las oficinas de 

la Entidad con DELEGACIÓN DE ASISTENCIA, se requiere que estas vayan firmadas 

por el titular y acompañadas de la fotocopia del DNI, de la persona que delega. El 

presidente manifiesta que no se requiere el Documento Nacional de Identidad del 

titular ni su fotocopia.

Punto 15: Para que compruebe en el proceso escrutinio, hay posibilidad de comprobar; 
la validez del voto, los coeficientes aplicados por el sistema informático con un listado, 
oficial y si el sistema informático cuenta con el certificado del software utilizado. 

El señor presidente manifiesta que todo lo requerido está explicado por las 

garantías que ofrece el propio procedimiento de canje de tarjeta de asistencia por 

tarjeta de votación.

LA ORDEN 58/2017 de la CMAALOT declaró en su día,  la inadmisibilidad del 

Recurso de Alzada interpuesto por D. Rafael Gallardo Domínguez, en representación de 

la EUCE, contra el escrito de la Subdirección General de Régimen Jurídico de la 

Secretaria General Técnica (SGRJ de la SGT) de 31 de octubre de 2016, por el que se 

da traslado del INFORME relativo a la modificación de Estatutos de la EUCE, emitido por 

la Dirección General de Urbanismo el 24 de Octubre de 2016.

De la mencionada ORDEN se extractan los HECHOS más significativos para 

mayor abundamiento del presente Recurso de Alzada:

La CMAALOT en calidad de “Administración actuante” emitió informe acerca de 
la modificación descrita en el que concluye que “se considera que la modificación de 
los estatutos propuesta por la EUCE, no cumple el principio de seguridad jurídica 
que exige la vigente Ley 30/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común, debiéndose modificar se forma y añadiendo aquellos requisitos y 
contenidos, que den esta seguridad jurídica, definiendo unos procesos de 
asistencia, constitución, celebración de las sesiones y votación, resuelva los 
problemas existentes en la Entidad sobre los que constan antecedentes en esta 
Consejería y fundamentalmente cumpla con los requisitos establecidos por la Ley 
de Transparencia, y la de procedimiento Administrativo Común, respecto de la 
elaboración de normativa, administración electrónica y derecho de los 
interesados”.

La SGRJ de la SGT de la CMAALOT emitió, con fecha 21 de diciembre de 2016, 
informe en el que propone inadmitir el recurso de alzada interpuesto por el 
representante legal de la EUCE.
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Las entidades urbanísticas de conservación tienen carácter administrativo y 

dependen en este orden de la Administración urbanística actuante y, en cuanto a la 

formar de participación de los interesados en la gestión urbanística.  

Resulta incomprensible, por tanto que esa CMAALOT, como Administración 

actuante, permita el desarrollo de las Asambleas de la EUCE con las “normas” que 

no aprueba según sus informes y órdenes citadas.  

FGEKOC<!!Eqpuvc!rtqdcfq!gp!!Hqnkqu!54 a 109 y 116 a 143, del expediente relativo a 
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exigen a la CAM como Administración tuteladora, que adopte las medidas  necesarias para  

evitar el descrédito actual de las votaciones  de la Asamblea realizadas sin censo de 

propietarios

También las Actas notariales obrantes en el expediente, se recoge que no existe 

mínima comprobación el proceso de votación, como veremos más adelante, pues en 

ausencia de censo que identifique quien pueda  hacerlo y quien haya votado, cualquier 

otra consideración sobre el proceso electoral carece de importancia   real.

En su virtud

S O L I C I T A  A LA CONSEJERIA:

Que teniendo por presentado este escrito, con los documentos que se 

acompañan, lo admita y, dándole la tramitación que legalmente proceda, 

tenga por interpuesto en plazo y forma RECURSO DE ALZADA en 

IMPUGNACIÓN de todos los  ACUERDOS adoptados por la ASAMBLEA 

GENERAL ENTIDAD URBANISTICA DE CONSERVACION EUROVILLAS 

(EUCE), celebrada con fecha día 3 de julio de 2021, incluida 

evidentemente la ratificación de las liquidaciones y estados de cuentas 

de los ejercicios 2015, 2016, 2017, 2018 y 2019, por ser nulos de pleno 

Derecho, con arreglo al art 47.1 a) y e)  de la Ley 39/2015,de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Todo ello, por incurrir en manifiesta nulidad de la convocatoria y 

desarrollo asambleario expuesto en la ALEGACIÓN PRIMERA y así 
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como el proceso de votación, también, en nulidad manifiesta, al carecer 

de “Censo o listado de todos los propietarios”, máxime cuando 

además el voto de los parcelistas no es igual sino en proporción al 

coeficiente de participación en la Entidad, incurriendo todo el proceso 

de convocatoria, desarrollo asambleario y de votación en una absoluta 

falta de garantías mínimas de transparencia.

DECLARANDOSE EN SUMA; LA NULIDAD DE LA ASAMBLEA 2021, 

celebrada el 3 de julio de 2021, Y TODO EL PROCESO DE 

CONVOCATORIA, DESARROLLO DE LA ASAMBLEA Y VOTACIÓN y 

dejando sin efecto todos los  acuerdos adoptados.

En otro caso y subsidiariamente, se declaren los mismos como 

anulables conforme al art 48 del mismo cuerpo legal. 

Además, y como corolario de todo lo que venimos denunciando, se proceda 

a dictar de oficio, cuantas medidas disciplinarias sean necesarias, derivadas 

de estas actuaciones, para restaurar la legalidad, incluyendo, previos los 

trámites legales oportunos, el cese del Consejo Rector "pleno" de la 

EUCE (en la citadas Asambleas anuladas por el TSJM) y convocando, 

nueva Asamblea, tutelada por las Administraciones, en la que se 

restablezca la transparencia y legalidad del Consejo Rector de la EUCE, 

y con cuanto en derecho haya lugar. 

 En  Madrid a 31 de julio de 2021


